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Dado que, en una misma cadena 
productiva, solo en algunos de los 
eslabones u segmentos dentro ele 
ellos se permitía la competencia, 
se ha planteado la desintegración 
vertical y horizontal, el acceso 
abierto a las redes (electricidad, gas 
natural) y la apertura de los merca 
dos en la actividad pe trol era. Sin 
embargo, en algunos casos la rees 
tructuración concreta de las cade 
nas de electricidad y gas natural, no 
respondió plenamente a ese enfo 
que dé segmentación dajando al 
mismo tiempo sin instrumentos al 
ente regulatorío para controlar las 

• l:n 01ro extremo, ~<' presentan ,11 
gun.is situaciones donde el ente 
encargado de! la fisca lización 
abarca un <.:<1111po rnuv amplio 
de competencia (todo el espec 
tro de los servidos públicos), no 
siempre con la necesaria cspe 
cialización interna. 

• En otros casos, las funciones de 
(iscalización , control )' arbitra 
jc, si bien fueron claramente se 
paradas, se atribuyeron 11 entes 
cspociatizados a nivel subsecto 
rial (electricidad, potróleo, gas 
1Mtur<1I). Teniendo en cuenta las 
fuertes interacciones que pre 
sentan las <:<1dc11,1s energéticas 
tanto en la esfera de producción 
como de consumo. la <.:onfor 
mación de instituciones y mar 
cos normativos extremamente 
espcc:i,11i7aclos genera vacfos rl' 
gulatorio~. 

• En algunos casos 110 existe una 
clara separación dr. osos dos 
conjuntos de funciones, exis 
nendo vario' organismos regu 
larorios con esferas ele cornpo 
roncía superpuestas. 

!engan una mayor independencia 
del poder político. Sin embargo, en 
estos dos planos se observan aún 
problemas de importancia: 
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El diseño ele marcos jurídicos es 
una función específica de los órga 
nos de definición de las políticas 
públicas para vtabilizar a través ele 
aquél los los objetivos del sector 
energético. En lo relativo a las fun 
ciones relacionadas con la aplica 
ción)' fiscalización ele tales normas 
y con el arbitraje de los conflictos 
que pueden surgir entre los diferen 
les actores, la tendencia va hacia la 
conformación ele instituciones que 

A r,)Í/. de las mencionadas transfor 
macioncs, se han introducido cam 
bíos importanros en las funciones 
de fonnulacióu de políticas y ele di 
seño de normas rcgulatorias (111.ir 
cos legales, reglamentos) para el 
ejercicio de roles más cspcrfficos 
como íiscali7.ación y control del 
cumplimiento de normas, arbitra 
je de conflictos y poder ele vigilan 
cia de los servicios. Si11 embargo, 
como tendencia general, la separa 
ción y clanñcacíón ele estas funcio 
nes requieren un mayor desarrollo 
conceptual. 

1 as crecientes preocupaciones arn 
bicntalcs en torno a los procesos 
ele desarrollo han provocado que 
éstas se incluyan en el debate so 
bre la nueva regulación del sector 
energético. Para cíceros de proteo 
ción ambiental el nuevo marco de 
división de funciones rcsulrn tam 
bién más convenlenre. 

energético el Estado va dejando las 
actividades empresariales (produc 
ción, transporte, comercializacíón 
de energía) en manos privadas, re 
servándose la calidad de regulador 
de tales acnvidades y del sector en 
general, Esta separación se perci 
be no solo como necesaria para 
promover la eficiencia del sector si 
no además conveniente pues, en 
tre otras razones, en el régimen tra 
dicional era poco probable la apli 
cación de sanciones y p0< ~> Pfecti· 
vo el ejercicio del control. 

Tradicionalmente, la concepción 
estratégica del sector energético 
imponía que un solo ente concen 
trara todas las ñmclones relaciona 
das con el sector en los países. En 
los últimos años la transformación 
del sector energético en América 
Latina y el Caribe ticnd« cada vez 
más a la distinción de las funciones 
políticas, regularorías y empresaria 
les entre los actores del sistema. 
Cabe anotar que los países que han 
emprendí do estos procesos de re 
forma no siempre han seguido un 
patrón único sino que han intenta 
do variantes más acordes a sus rea 
lidades. En general, como produc 
to de la modernización del sector 

EVOLUCIÓN DE LA REGULA 
CIÓN ENERGÉTICA 

Este artículo pretende hacer contri 
buciones al debate sobre política 
de protección ambiental en el pro 
C<·!So de reregulación del sector 
energético en América Latina y el 
Caribe (ALC). En este contexto se 
incluyen resultados de los proyec 
tos Energía )' Desarrollo Sustenta· 
ble en América Latina y el Caribe 
de OLAI )FJCFPAUCTZ, )' Legisla 
ción Ambi('1'11'¡1J del Sector Energé 
tico de OLAl)F./Universídacl ele 
C1lgary/CIDA. Los aspectos resol 
íados incluyen algunos instrumen 
tos a considerar en el desarrollo de 
legislaciones y políticas ambienta 
les en J,\ r<•gi<ln. r;s muy importan 
te destacar que la promolgactón de 
leyes y su apllcación efectiva de 
ben estar sustentadas 011 una polf 
lica Cn(•r1:érícoambien1al cohercn 
te. Por otro l.ulo, aprovechando In 
inclusión de la cuestión ambiental 
en los prog1·am11s d€' intl'gr.i1.ió11 
nncrr,étic,1 (bilarcr ,11 y/o subreglo 
na 1) SI:! pone de man i fíes to 1 a con 
ven icnci a d<~ promover ta armen i • 
zación de las polüicas y normativas 
ambientales ontre los paísas. 

INTRODUCCIÓN 
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tas constituciones nacionales de los 
paises de 1 a región están rccogien 
do preocupaciones ambientales ba 
jo concepciones más avanzadas 
que dan pie al diseño, formulación 
y aplicación de marcos legales de 
protección al ambiente mejor es 
tructurados y eficaces. La Constitu 
ción vigente en el Ecuador incluye 
al medio ambiente (sic) en el capí 
tulo relativo a los derechos colecti 
vos. Así, el artículo 86 indica que 

EL MARCO REGULADOR DEL AM· 
BIENTE: CONSIDERACIONES 

En los últimos años se han adopta 
do en muchos paises de la Región 
nuevas leyes ambientales o se han 
modernizado las ya existentes. Se 
han organizado comisiones i nterm i 
nistcriales de ambiente y en algunos 
casos, Minislerios/Secretarías del 
Ambiente. Algunos han otorgado 
derechos ambientales a los ciuda 
danos que, entre otras cosas, permi 
ten participar en el proceso de do 
ci s ión sobre proyectos de dcsa rro 
11 o a los afectados por estos. Sin 
embargo, en muchos casos el poder 
real de la nueva msrüucionalidad 
es todavía débil. En la ejecur.ión de 
las potítícas, basto ta fecha, las me· 
didas con objetivos ambientales en 
ALC han siclo mayormente de tipo 
"dirección v c ontrol", C11si 110 ha 
habido medidas de tipo incentivo 
(por ejemplo discriminación fiscal 
sobre impuestos a los energéticos 
c.:011111ás sustancias nocivas), Se es 
tán mcorporando al debate princi 
pios corno "él que contamina pa 
ga", la internalización de costos 
ambientales y los efectos asignatl 
vos consecuentes. 

calidad del aire. A nivel de pouu 
cas energéticas nacionales la consi 
deración ambiental se manifestó en 
reglamentos sobre calidad de los 
combustibles y en algunos países, 
en la promoción de energéticos me 
nos nocivos. 

Los problemas ele contaminación 
del aire en las grandes ciudades lle 
varon a que algunas de ellas, por 
ejemplo México DF y Santiago ele 
Chile, desarrollaran reglamentos es 
pecíficos para el transporte y la in 
dustria, e incluso crearon institucio 
nes con el objetivo ele mejorar la 

La preocupación por el ambiente 
apareció paulatinamente en algu 
nos países de ALC en los años se 
tenta. En el sector energético se die 
ron las primeras actividades para no 
solamente limpiar sino también re· 
ducir emisiones en el aire y en el 
agua provenientes de instalaciones 
de la industria petrolera como refi 
nerías y poLOS. í.a industria petro 
lera estatal de Venezuela, Colom 
bia, México, Brasil y otros países 
creó en su seno Unidades de Con· 
trol Ambiental. El ejemplo ele la in 
dustria petrolera de incorporar el te 
ma ambiental e11 S\1S actividades ha 
sido adoptado por empresas do 
otros subsectorcs (eléctrico y car 
bón). La inclusión de consideracio 
ncs ambienraíes depende fuerte 
mente de la disposición de las em 
presas en los diferentes subsectores. 
tos grandes proyectos hldrooléctrí 
cos ele los años ochenta en la r1::gión 
fueron acompañados regularmente 
por estudios sobre sus efectos am 
bíentales y sociales, exigidos por las 
instituciones de financiamiento 
multilateral y bilateral. Estas insti 
tuciones jugaron u11 papel impor 
tante en la incorporación de aspec 
tos ambientales en la política de de 
sarrollo en general y específicamen 
te en el establecimiento de estudios 
de impacto ambiental que se volvie 
ron obligatorios para grandes pro 
yectos. 

centralización y el compromiso del 
ciudadano en la toma de decisiones 
que le afectan. La tarea se vuelve 
más compleja con las reformas y la 
mayor participación privada en los 
subsectores energéticos. 
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Al inicio ele los años noventa y a lo 
largo ele toda esa década se pudo 
constatar u11 avance importante en 
la política ambiental en América La 
tina y el Caribe. En casi todos los 
países se han modificado de mane 
ra sustancial el marco legal y la es 
tructura institucional ele la política 
ambiental. Varios paises han logra 
do sistematizar los esfuerzos ante 
riormentc aislados y puntuales. y tal 
vez muy desiguales en diferentes 
ámbitos y subsectores. Al mismo 
tiempo se han promovido la des 

INSTITUCIONALIZACIÓN DE LA 
POLÍTICA AMBIENTAL 

t.a expansión económica y el creci 
miento poblacional en América La 
tina y el Caribe conducen a un in 
cremento en la demanda ele ener 
gía. Según elatos ele prospectiva, 
para el año 201 O se necesitaría una 
capacidad instalada de 306 GW 
rnás ele cien GW de la capacidad 
actual. En todo caso, la provisión 
de energía a la población es un re 
quisito indispensable, aunque no 
suficiente, para el desarrollo. Para 
que és1e sea sustentable sin cmbar 
go, habrá que tenerse en cuenta, en 
tre otras, la> consideraciones arn 
bionrales. La eficiencia energética, 
el uso racional de la energía, el 1na 
nejo de 1<1 demanda, así corno la 
promoción de fuentes e.le energía no 
contami nantes responden a preocu 
paciones ambientales vinculadas al 
sector energético, que deberán ca 
nalizarse en el marco de una políti 
ca nacional de orotección integral. 

REQUERIMIENTOS ENERGÉTICOS 
DE LA REGIÓN 

prácticas monopólicas. Más allá de 
esas prácticas, la concentración 
frente a entes reguladores aún débi 
les reduce la capacidad de estos (11 
timos para defender los intereses de 
los consumidores, que es uno ele 
sus principales propósitos. 
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Difiere ele acuerdo a cada país el ti· 
pode proyectos que requieren ne 
cesariamente una (Ir'\ previa, y el 
alcance y contenido de la EIA que 
usualmente está determinado tam 
bién por el tipo de proyecto ele que 
se trate. En algunos casos, la deci 
sión de exigir una Elr\ se deja a la 
discreción de la autoridad pertinen 
te. No obstante, el contenido de la 
EIA por lo general incluye la des 

de acciones y procedimientos que 
aseguran que las actividades, obras 
o proyectos que tengan un impac 
to negativo en el ambiente o en la 
calidad de vida de la población, se 
sometan desde la fase de preinver 
sión a los procedimientos que iden 
tifiquen o cuantifiquen dichos im 
pactos y recomienden las medidas 
que los prevengan. atenúen, com 
pensen o potencien, según sea el 
caso, seleccionando la alternativa 
que mejor garantice la protección 
del ambiente. Se enfatiza aquí la 
calidad de proceso de la El/\. Lama 
yor parte de los paises de la región 
han adoptado la Elr\ para pronos 
ticar y evitaro minimizar los efec 
tos negativos del desarrollo en el 
ambiente. l:s de resaltar que para lc1 
región, donde la mitigación de la 
pobreza es prioridad primera y por 
tanto, la urgencia por el desarrollo 
resulta impostergable, insu ornemos 
como la llA constituyen medios al 
servicio de los Estados y de la in 
dustria y cíudadanía ronscicntcs 
para velar porque los proyectos de 
desarrollo sean ambientalmente sus 
tentables. lncluso, bajo un criterio 
más elaborado el proceso de EIA 
podría aplicarse 110 solo romo es 
usual a las actividades de desarro 
llo patrocinadas por el sector públi 
co y/o privado, a las expansiones o 
modificaciones de proyectos ya 
existentes y a los proyectos nuevos 
sino en genera 1 a programas y/o po 
líticas. Así lo prcscri ben, por ejem 
plo, las legislaciones venezolaoa y 
boliviana. 

La Evaluación ele Impacto Ambíen 
1al (EIA) es una de las más popula 
res herramientas de regulación y 
gestión ambiental. La ley salvadore 
ña define la EIA como un conjunto 

L..i incorporación de la dimensión 
.imbit.mt,11 en los planes y progra 
mas de desarrollo nacionales \' or 
denamicnto territorial demanda 
que, en la elaboración de éstos, se 
considere la valoración económica 
de los recursos naturales, que se in 
cluya los servicios ambientales que 
éstos pueden prestar. la caracteriza 
ción ambiental de los ecosistemas 
que induya los rerurso« naturales 
y culturales que eucierra, la voca 
ción natural y el uso potencial del 
sucio, los desequilibrios ocasiona 
dos por la ocupación demográfica, 
las actividades de desarrollo y los 
fenómenos naturales, etcétera; de 
manera que el plan o programa de 
desarrollo y ordenamiento territo 
rial se oriente a establecer el equi 
librio debido entre asentamiento 
y crecimiento poblacional. activi 
dades ele desarrollo y medidas de 
protección ambiental. 

Producto de la separación de fun 
ciones que se menciona al inicio 
del articulo, América Latina y el 
Caribe están presenciando una sig 
nificativa producción regulatoria, 
En materia ambiental, es notable 
que los es fuer LOS estén dirigidos a 
incorporar modernas herramientas 
de gestión y política ambiental ta 
les como el ordenamiento territorial 
con criterio ambiental, el estudio y 
la evaluación de impacto ambien 
tal, el licenciamiento ambiental, la 
auditoría ambiental, la información 
ambiental, la participación ciuda 
dana, los incentivos y desincentives 
ambientales, los programas de (i. 
nanciamiento de proyectos am 
bientales, educación y formación 
ambiental, las estrategias naciona 
les y sus respectivos planes de ac 
ción. 
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Ahora. el reto mayor para los Esta 
dos es volver operativos estos pre 
ceptos constitucionales a través de 
polüicas ambieotales integrales, 
marcos legales y regulatorios sufi 
cientemente desarrollados, meca 
nismos eficientes de aplicación ele 
las leyes de protección ambiental, 
marcos institucionales coherente> e 
integrados e instituciones fuertes, 
autónomas y debidamente equipa 
das. l.a lista se complementa con la 
debida caoacüación en la temática 
ambiental de los/as funcionanos/as 
de las diversas instituciones con in 
jerencia ambiental. 

Asimismo, algunos países han cali 
ficado como de interés público la 
preservación del medio ambiente, la 
prevención ele la contaminación 
ambiental, el establecimiento de 
áreas protegidas, entre otros; han ti 
pi ficoclo infracciones e impuesto 
sanciones administrativas, civiles y 
peno les por violaciones a las normas 
de protección ambienta 1; han r(!CO 
nocido el derecho de participación 
ele la comunidad en la decisión so 
bre proyectos que pudieran afectar 
la y el derecho a la i11íormación; han 
ostablccido la responsabilidad !!~t.1 
tal por los daños ambientales oca 
sionados por las instituciones del Es 
tado, SLIS dclegaranos y concesiona 
rios; h,1n previsto sistemas ele incen 
tivos íi~1..ale~ a comportamientos 
amistosos al ambiente: y han incor 
porado rl principio de prevención. 
En materia encr¡¡étil,l, específira 
mente, algunos han declarado 1..01110 
rolftic:a estatal la promoción y el uso 
de tecnologtas limpias y ele energías 
no contaminantes. 

El Est11do protegerá el derecho de la 
pobtecián a vivir en un medio am 
bicnte sano y ecologicememc equi 
librado, que gnrsntice un desarro 
llo sustemsoie, velará para que es 
te derecho no sea afectado y gersn 
tizar<í la preservación de la nmura 
lezn. 
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lv1ás aí111, se están volviendo popu 
lares políticas ortentadas hacia (>I 
mercado e instrumentos económi 
cos diversos corno herramientas ele 
desarrollo sustentable, que inr lu 
yen el principio dP la inlemaliza 
ción ríe costos ombiomnte«. Sobre 
esto último cabe señalar que la 

Eutre lo; incentivos y deslnccnrí 
vos como instrumentos d<' políti<.a 
ambiental resaltan los mecanismos 
ñscales, Usl1al111e1He un sistema de 
dirección y control se li111i1a a san 
cionar el incumptimionto. Si bien 
en general este enfoque es necesa 
rio para que se cumplan los objeü 
vos de un marco r"'t;lil<Horio, no es 
suficiente. Se requiere, v las nuevas 
tendencias de polülco ambiental In 
favorecen, L111 enfoque de incenti 
vos y desincentives, baio el cual, 
por ejemplo, se ofrezcan beneficios 
fiscales a empresas que hagan in 
versiones (!ll tecnología y equipa 
miento para mejorar su actividad 
en términos ambientales. y se gra 
ve el LJSO de elementos)' sustancias 
nocivas al ambiente. 

Por otro lado, cabe añadir en este 
punto la necesidad ele que los paí 
ses regulen efectivamente la parti 
cipación de su población indígena 
a fin ele que sus conocimientos an 
cestrales y sus necesidades especí 
ficas sean consideradas para un uso 
más eficiente de los recursos. Si 
bien las demandas de estas pobla 
ciones exceden el terna ambiental, 
es por demás notable que la proteo 
ción del enlomo físico y de labio 
diversidad ocupa lugar central en 
sus críticas a lo" modelos tradtclo 
nales de desarrollo. Más nllá de las 
implicaciones ambientales aquí ex 
puestas, el reconocimiento ele la 
participación de estos grupos en el 
desarrollo de la región obedece a 
un imperativo de equidad social, 
pilar fundamental de la sustcntabi 
1 iclacl 

En todo caso es importante que 
nuestras legislaciones regulen efec 
tivamente el derecho a la parucipa 
ción y a la íuformoclón m.is allá de 
los enunciados constitucionales o 
legales generales. Al hacerlo, debe 
rán considerar la legitimación (ac 
ceso libre vs. acceso restringido a 
agraviadcs), la oportunidad (etapa 
del crnprcndimiento) y el alcance 
de la participación, pues cierto es 
que 1::1 participación públi<"a puede 
ser un for.tor de dil,1ción en el trá 
mite el<:' aprobación du un provee 
to. Sin embargo cabe argumentarse 
a favor que los programas de con 
s11l1·;¡ al público ofrecen la ventaja 
de ahorrar dinero a largo plazo al 
prevenir litigios y medidas de he 
cho futuras. M(ls aún, la participa 
ción ci udadana puede Íilvorcc<:>r 1 a 
aplicación d<><'tiva rle 1,1 ley a111 
hiental. Asl, por ..,¡..,111¡:¡10, en Méxi· 
co rige el Acuerdo de Coopcrncíón 
Ambiental dé América del Norte, 
suscrito conjuntamente con Estados 
Unidos de América y Canadá. FI 
artículo 14 de dicho Acuerdo per 
mite a los dudadanos )' D las ONGs 
interesados elevar peticiones sim 
plemente aduciendo que cualquie 
ra de las Partes incurre en omisio 
nes cm la aplicación efectiva de su 
legislación ambiental. Cabe resal 
lar que, aunque el proceso Jsí orí 
ginado no tiene efecto vinculante 
para las f>artes, sin embargo gene 
ra sobre éstas un gran peso moral y 
politico. 

de participación y el alcance de 
la participación previstas en los 
cuerpos legales, P.I interés ci udada 
no, Ja capacidad etectiv« y la inior 
m¡¡c;ión necesaria de que disponga 
la cludadanta interesada. Cabe re 
saltar esto último pues el derecho a 
la información es el principio com 
plementario a la participación, co 
mo herramientas eficaces de pro 
moción de la norma ambiental. 

Siguiendo Ia lista, la particiµ;1ci6n 
ciudeden« en el proceso ele deci 
sión de políticas y crnprandirnien 
tos adomás de ser un derecho po 
l í1 ico consagrado en las democra 
cias, constituye un instrumento que 
contribuyo a la mejor aplicación 
de cunlquier esquema regul;itorio. 
Obviamente, tal contribución va J 
ser mavor y más eñcaz depcnd ien 
do de factores tan diversos como 
las reales posibilidadescuestiones 
de legitimación, de financiamiento 

Contra esta aspiración <itentan, por 
ejemplo. los marcos legales donde 
la jurisdtcción sobre el nmbicnt(' <'S· 
tá divirlida en 1 rP el isti ntos entes co· 
1110 ocurre muchas veces cuando 
coexisten ministerios rl<:> energla y 
de Ambiente, sin que exista una 
el.ira delimitación de funciones. Pa 
ra superar esto sP rnquiere, entre 
otras cosas. un marco instituc.ional 
integr<1I de atención de 1::1 temática 
ambiental que funcione ;ígil y coor 
dinadamente y evite un tratamien 
to a isl ado por sectores o recursos. 

En el proceso ele aprobación de un 
proyecto, el paso siguiente a la EIA 
es la concesión o negación de la li 
cencia o permiso ambiental, basa 
das en Jos resulrados ele la EIA. Es 
de esperarse que las propuestas cu 
yas FIA arrojen resultados negativos 
considerables sean rechazadas, aun 
cuando la vocación hacia <'I desa 
rrollo sea más fuerte que a la con 
servación, como ocurre en nues 
tros p;1íses. En cualquier caso, lo 
óptimo es que exista un procedí 
miento único y claro de [IA, licen 
ciamiento, audirorfa y monitoreo. 

cripción del entorno previsiblemen 
te afectado, los impactos potencia 
les al ambiente, a Ja población, al 
paisaje, cuestiones socioeconómt 
cas, evaluación de alternativas, 
planes de mitigación de efectos y 
de abandono y restauración. 
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8. Necesidad ele tender a la armo 
nización de la política y regula 
ción ambiental a nivel regional, 
dada la naturaleza extraterrito 
rial de muchos problemas am 
bientales. Q; 

7. Necesidad de conslderer los cos 
tos ambientales y sociales en el 
desarrollo de proveeros cncrgé 
ticos. 

6. IJiversidacl de instrumentos de 
polfuca y gestión ambiental: l:.IA, 
participación, información, in 
ccn ti vos/el csí ncen ti vos. 

5. Necesidad de complementar una 
política ambiental integral y rea 
lista con regulación desarrolla 
da, marco institucional coheren 
te e integrado, instituciones cf 
cientes y capacitación deblda a 
funcionarios p(1blicos en ternas 
ambientales. 

4. Desarrollo progresivo de un mo 
derno derecho ambiental. 

3. Necesidad de! que los marcos re 
gulatorios ambientales se adapten 
a In nueva estructura del sector. 

2. Definición de las funciones nor 
mativas, regulatorias y empresa 
riales a ser desempeñadas por los 
actores del sector. 

1. ~xi.stencia de un proceso de 
transformación de las políticas y 
marcos regulatorios del sector 
energético en la región. 

Los puntos más relevantes de este 
artículo pueden resumirse en: 

CONCLUSIONES 

Finalmente, cabe indiear que, si 
bien lo aquí expresado se ha referi 
do básicamente a contextos nacio 
nales, es de esperar que los proce 
sos de integración binacional y st1 
bregional que se están dando en 
América Latina y el Caribe impul 
sen tambión la armonización de ¡.>O· 
lüices y legislaciones ambientales 
entre los patses. habida cuenta que 
los problemas ambientales no se en 
marcan en fronteras. [n efecto, la 
integración y la armonización antes 
mencionadas interactúan de mane 
ra que ambas se favorecen rccípro 
camente. ~n todo caso, la armoni 
zación parte del establecimiento de 
principios mínimos comunes por 
sobre los cuales cada Estado es li 
bre y soberano de auto imponerse 
estándares más a 1 tos. 

adopción generalizada de este prin 
cipio implicaría mayores oportuni 
dades para las energías renovables 
pues según afirma el Instituto para 
la Diversificación y Ahorro de Ener 
gía (IDAE) do España "la exclusión 
de Iris costes sociales y medioam 
bientales en el cálculo de los pre 
cios de las energías fósiles impide 
que éstos reflejen el coste total de 
un kilovatio hora eléctrico". Eviden 
temente el desarrollo de las energías 
renovables en nuestro medio reque 
riría además fue1tes inversiones e in 
centivos para mejorar su rentabili 
dad y avance tecnológico; sin em 
bargo, lo ilustrativo del caso es pre 
cisamente la utilización de un ins 
trumento económico para favorecer 
al ambiente. t.o mismo puede indi 
carse con respecto a los costos so 
ciales que también deben ser con 
siderados para la valuación de pro 
yectos y objotivos. 
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Sincc compctition is pcrrni1tcd in 
only somc oí thc links or segmcnts 
of one single procluction cha in, the 
following has becn proposed: ver 
tical ond horizont<.11 breakup, open 
acccss In nclworks (clcclricily, nat 
ural gas), and the liberaliLalion oí 
markets in oil Gctivities. 1'\!everthe 
less. in some cases, actual reslruc 
turing of elec.:tric: power and natur 
al gas chains did 1101 íully ndclrcss 
this neecl for segmentation, leaving 
al the same time thc rcgulatory 
agency without ¡iny i nstruments to 
monitor monopolislic practicc!S. In 

• Al the other extreme, there are 
somc situotions where thc 
agr.ncy in ch;irgc nf oversigh1 
<.:ovcus SL11..h a widQ jL1ri,,diction 
{the full spe<.:trum oí pL1blic ser 
viccs) that it docs nol always 
reckon with Lhe necessory 
i nt<!rnal speci ul ization. 

• In other c~scs, the functions of 
supervising, monitoring, and 
arbitrntion, although they 11re 
clearly separata. havc becn 
assignccl to spcciali1ccl cntilies 
¡it Lhc subscc.:lor lcvül !clcc;tric 
ily, oil, natural gas). Bcaring in 
mine! thc strong internctions of 
the energy chains both in terms 
of prnducl ion 11nd consump 
tion, lh<: cs1,1l)li>hmr:n1 of sw11 
dard·sE1Lting institulions and 
írzimr:works tha1 are cxtrcmcly 
spcciali70.d gcneratcs regulatn 
ry voitls. 

• 1 n sorne en ses, thcrc is no clcar 
separntion of these two func 
tions, "ince 1here an; vari(>us 
regulatory cntitics 1ha1 havc 
overl0pping jurisdictions. 

toward the establishment of insti 
tutions that are increasingly incle 
penclent from political power. 
Nevertheless, regarding these two 
aspccts. there am still major prob 
lems: 

l.atin American Energy Organizatlon • OLADE 

Thc clcsign oí legal íramcworks is 
a specific funclion of public poli 
cymaking entities so that they can 
fadlitate achievement of Lhe ener 
gy sec:tor's obje!ctives. Rcga.rding 
thosc functions involving 1hc appli 
c~tion and supervision oí these 
no1ms and with the arbitration oí 
confl icts that could arise ¡imong 
thc diíforcnl playtm, thc~ trcnd is 

On thc bnsis of thc abovcmcn 
Lioned transformations, importanl 
changcs have been m¡¡de in poli 
cymaking and thc rlc~~ign nf rcg11 
latory norms (lc.·gal írnmcworb, 
r(:!gulotions) íor performi11g more 
spcciíic roles such as surcrvision 
and monitoring of compliance 
with norms, conflict arbiLration, 
;ind powcr oí survcilla11cc ovcr scr 
vices. Ncvcrthcless, as a general 
trcncl, thc scparation and clariíica 
lion oí these functions require fur 
thcr conccplual dcvclopmcnt. 

Growing crwíronmerual conccrns 
about development processes havc 
lecl to their inclusion in the debate 
abnut ncw rcgulations f()r thc cnor 
gy sector. Fui purpu,,cs oí environ 
rnental protection, the new frarne· 
work of division of functions also 
l 11 ms out 1·0 h<' more crnwcn i(.'nt. 

variations oí this scheme depend 
ing on their speciñc renlities. In 
general, as a result of energy sec 
tor modernization, the State has 
transícrrcd irs business activities 
(energy production, transport, and 
marketing) to the hands of the pri 
vate sector and has kept Ior itself 
the role of regulator of ihesc activ 
iiies and the sector in general. This 
separation has bcen viewecl nor 
only as a necessity to promete sec 
tor efñciency but also as conve 
nicnt because. among other rea 
sons, with the traditional scheme it 
was highly unlikely that penalttes 
could be applied or thar control 
could be eftcctivcly cxerciscd. 

Traditionally, the strateglc scheme 
íor the cnNgy sector requirod that 
ono single institution be in charge 
oí ali scctorrclatcd functions in rhc 
countries. Over the last few years, 
encrgy sector transformatlon in 
Latín Amcrica and the Caríbbean 
has incrc;isingly tended to separare 
the sectors different functions, 
whether poi itical. regulntory or 
business, and distribute thern 
among the system's various play 
ers. ll should be notecl rhar the 
countrtes (hat have undertaken 
ihese reíorm processcs have not 
always íollowed <l single model 
bul rathor havo attcmptcd difforcnt 

EVOLUTION OF ENERGY REGU 
LATION 

This artrcle intends to contribute to 
(he debate on environrnental pro 
tectíon polícy in the encrgy sector 
reregulauon process of Latin 
América and the Caribbean {l.AC). 
Thc rosults of thc OLADEECLAC 
GTZ Project on fnergy and Sus 
tainablo Devcloprncnt in Latín 
Amcrica and the Caribbcan and 
the OLADEUniversity of Calgary 
CIDA Project on Enviroomerual 
1 aw for the E1wrgy Sector are 
includcd in th is rcvicw, The 
aspects being emphasized include 
sorne oí tho lnstrumcrus that have 
to be considcred in dcveloping 
environmental laws and policics in 
the regton, 11 is vcry importan! to 
underscore that the enactment of 
laws and their effective appllcation 
should he bascd 011 11 cohcrom 
cnergycnvirónmental pul icy. l 11 
additlon, taking advanrage of the 
incorporal ion of cnvíronmcntal 
conccrns i11to cncrgy i11tcgr11tio11 
programs (IJilawral and/or subrc 
gíonal). thc artlclo highl ights rho 
advisability of promcung the har 
montzarlon of cnvtronmental poli 
cias and norrns borwcon countrics. 

INTRODUCTION 
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The national constitutions oí the 
region's countries are taking up 
environmental concerns using 
more advanced appr<Jaches that <Jre 
leading to thc design, formulation, 
and appl icalion of more structu red 
and effective legal frameworks for 
environmental protcction. The 
Const.itution currently in force in 
Ecuador in(ludes thc environment 
in its chapter on collective right~. 
Thus, Article 86 specifies that "The 

REGULATORY FRAMEWORK FOR 
ENVIRONMENT: CONSIDERA 
TIONS 

Over the last iew years, in 111any 
countries of the region, new cnvl 
ronmental laws have hecn adopted 
(>r existing laws have been morl 
ernized. lnterministeri<1I cnviron 
mental commissions and, in some 
cases, environmental ministrics/ 
secrct<iriats have bcen organized. 
Some countries h;ive grantcd envi 
ronmcntal righ1s to thei1· citizens, 
and this has en¡¡bled them to par 
ticip<1tc in the decisionm<1king 
process of devC'ioprnent projocts 
that affect them. Ncvcrtheless, in 
rnany cases the actual power or the 
new inst·itutions is still quite weak. 
lo date, in policy im1>len1e11tation, 
me11smes wit·h cnvironmental 
obje<.:tives in 1 /\C h;ivr. bcr.n rnost 
ly ''cornrm111d and lOntrol''. Thc~re 
have bcen almost no inc<::ntivetype 
measme~ (for ~xamplc, fiscal dis 
criminatio11 on t<1xes to Pnergy 
prod uns wi t h more tox k: SLI b 
stanc.:<::s). Principie~ s11d1 ;is thc 
"polluter pays" pririciplr.:, tht: inter 
nalizMion oí cnvironme11tal costs, 
ancl the res\1iting allocation impacts 
are being incorporated into thc 
debate. 

quality. As for nation(ll energy poli 
ci(!s, environ mental considera! ions 
appeared in fue! qualil\' regulations 
and, in som~ countries, in promot 
ing less toxic cncrgy proclucts. 

Air pollution problems in large 
cities has led some of thern, íor 
examplc, Mexico City and $¡¡ntia 
go de Chile, to develop specific 
regulations for transport·ation and 
industry and even to create specific 
institutions aimed at improving air 

Concern for the environmént has 
appcarcd gradually in sorne oí the 
countries of LAC in tho soventies. 
In the energy sector, the (irsr activi 
ties involved not only cleaning but 
also reducing cmissions into the air 
and water ccming (rom oil industrv 
facilities such ¡¡5 rcíineries and 
wells. The srate oil industries of 
Venezuela, Colombia, Mexico, 
Braz!l, and other countrics creared 
Envuonrnental Control uous with 
in their own cornpanies. Thn 
cxarnple given by the oil indu~try oí 
in<"orJ')or;i1ing environmental issues 
into its activi1ic~ has hecn adopted 
by companies from other sub~c<: 
tors (elcctric power ancl coal). The 
inclusion or environmcntnl consicl 
erations clepen<.Js heavily on the 
willingness of thc companies in the 
different subsectors. Thc large 
hyclropower pmje<.:ts uf tlie eighties 
i11 thc rcgion regulo.rly indutl<:d 
stuclies 011 their cnvironmental and 
social impacts, as reql1ired by mul 
tilateral ancl bilateral financi11g 
institutions. These institutions 
played an important role in incor 
porating environ1ncntal aspects into 
general development p<>I icy and 
specifically in establishing environ 
mental impact assessment studies 
that became manclatory for large 
projects. 

probably verv unequal in rhe differ 
ent áreas and subsectors. Ar the 
same time, decentralization and cit 
izen commitment have becn pro 
meted in decisión making. The 
task is ali the more complexas a 
result oí the reforrns and grcater 
involvemenr of the pnvate sector in 
the cncrgv subsectors. 

24 

At the start oí the nineties and 
throughout rhe decacle, rnajor 
strides havo been observecl in envi 
ronmental policv in l.atin America 
and the Carlbbean. In olrnost ali 
the countries, the legal framework 
and the institutional structure of 
environrnental poi icy have 
changcd substantial ly. Various 
countrias havo managed to system 
atize efforts that previouslv had 
been isolated and specific and 

INSTITUTIONALIZATION OF 
ENVIRONMENTAL POUCY 

The econornic expansión and 
demographic growth of Latin Amor 
ica and the Ca ri bhean ha ve led to 
a riso in onergv demand. Accord 
ing to Iorecasting data, ior the vear 
20·1 O, the región will be needing an 
ínstalled capacitv of 336 GIN, 
which is 100 GIN more ihan cur 
rent capacity. In anv case, the sup 
ply of energv to the populatton is 
indispensable, all)<'it insufficient, 
for development. So ihat rhis 
dovolopment can become sustain 
ahle, however, cnvironmental con 
sitleralions wi 11 havo to he raken 
i11to account, amonn other factors. 
Fnergy cfficicncv, the rational use 
of energy, and dernandsldc man 
agcmcnt, as well as the prornot ion 
oí nonpolluting cncrgy sources, 
help to address energyrelated cnvi 
ronmental concerns, which must 
be channclod within the frarnework 
oí a comprehensive natíonal pro 
tectlon poi icy, 

REGION'S ENERGY REQl)IRE 
MENTS 

adduion to thcir difficulty in fulfill 
ing their anti trust duues, the regula 
tory agencies are sti 11 too weak to 
cope with highlv concentrated 
energy chains, and ihis reduces 
rheir capacírv to defend the inter 
ests oí consurncrs, which is one of 
their principal purposes. 
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The type of project that necessarily 
requires a prior EIA, as well as the 
scope and ¡:nnlcnt oí the EIA, 
which are also usually detennined 
by the type of project clealt with, is 
different for each country. In sorne 
cases, the decision to rcquire an 
E IA is at the el iscretion of the rele 
va ni authority. Nevertheless, the 
content of the 1 EA in general 
includes the descriplion oí the 

of actions and procedures to 
ensure that activities. works, or 
projects exerting a negative irnpact 
on the cnvironment or on the qual 
ity oí living oí lhe population be 
subject, starting with the preinvest 
ment phasc, to. proccdures that 
identify or qu;intify thesc impacts 
and to rccornmend measures lhat 
prevent, mitigate, compensate, or 
rehabilitate these impacts, dépcnd 
ing on the c;as<:, selecting the ailer 
nativc tha1 bcsl guarantees envi 
ronrnental protection. Mere the 
ql1ality of the EIA process is ernph<' 
sized. Most of the countries of the 
region havc adop1ed the EIA to 
íorecas1 ancl avoicl (or minimi7c) 
the negative impacts of develop 
mcnt on thl~ cnvironmcn1. lt 
should be u nderscored th::i1., for the 
rcgion, wherc poverty obatement is 
a high priori1y anrl thcrdorc rlcvC!l 
opinent is impcrative, i nslru men ts 
such as the [ IA '"'e mea ns wherc.: 
hy 1hc Statc, as wcll os conscien 
lious i11rlustry and cil iz<'ns, can 
guarantee that dev<.!lopme1H p1 O· 
jec1s are cnvironrncntnlly sustain 
able. Even on the basis of more 
elabor<ite criteria. the CIA µrocess 
c.ould he ;ipplicd no1 only. as is 
cuslomary, lo develop111Pnt ar1ivi 
ties sponsored by the publ i ¡; <1ncVor 
prívate sector, expansions or rnod 
ifications oí already <'xis1i11g pro 
jects, a11d new projccts, but also to 
programs ancVor policies in gener 
al. This is what Vene7.uelan and 
13oliviJn legislation, for example, 
has prescri becl. 

The environmental irnpacl assess 
ment (EIA) is one of the most popu 
lar tools for environmcntal rcgula 
lion ancl management. The law of 
El Salvador defines an environ 
mental impact assessment as a set 

The in<:urporation oí the environ 
menlal dimension in national 
dcvclopmcnt plans <rnd programs 
and te1ri1ori,1I ordr.ri11g 1·r.quircs 
th~t, in their elabur¡Hion, the eco 
nomic vak1e of Mtural resol1rces 
be considered anrl thM thc follow 
ing be includec.1: enviro11111ental 
servic.cs thcse plans and prograrns 
can pruvide, environmental char· 
acteri:rntion oí e<:osystems indud 
ing thcir nall1ral and cultural 
resources, the soi l's n;itural and 
potential uses, the irnb;ilances trig 
gcrcd by dcrnographic occup;i11cy, 
development activities ancl nMural 
phenomena, etc. This is so 1he 
developm<!nt plan or program and 
the territorial ordering can be 
aimed al establishing a due equi 
1 ibrium between settlement and 
population growth, dcvclopment 
activities and environrnenlal pro 
tection measures. 

As a result of the scparation of 
functions mentioned earlier; Latin 
Arnorica and the Caribbean is wit 
nessing a boom in regulations. 
Regarding environrnental matters, 
it is noteworthy that efforts are 
being aimed ar incorporating morí 
ern cnvironmentnl management 
and policy tools such as the order 
ing of narional tcrritorv on thc basis 
oí environrnental criteria, enviren 
mental impact studies and assess 
ments. environmental licensing, 
environrnental audits, environrnen 
lal information, citizenship partici 
pation, environmC!ntal incentives 
and disincenlives, programs for 
l'inancing environmcntal projccts, 
f:nvironmcntal cducation and train 
ing, na1ional slrategies 1rncl tlwir 
respective plans oí acti<>n. 
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Now. the greatest challengc for thc 
States is 10 enforce rhesc constitu 
tional prcccpts bv means of com 
prchensive environmental policies, 
sufficientlv developed legal and 
rcgulatorv írarneworks, efficient 
mechanisms for applying enviren 
mental protection laws. coherent 
and integrated tnsntutional frame 
works. and strong, autonornous. 
and duly equippcd instiíutions. To 
this list must be added truining in 
environmental issues for the _offi 
cials of the various institutions 
involved in environmental matters. 

Likewise, sorne couniries have 
qualified environmental preserva 
tion, the prevention of enviren 
mental pollurion, and thc esiab 
lishmcru oí proiccted areas, among 
others, as matrers of public interest: 
set (orth schcmes for penalues and 
imposed adminlsrranve, civil, and 
criminal li<ihilitics for the intringe 
mem of environmental protection 
norms: recognized the communi 
ty's right to particiontc in the deci 
sion making for proiccts that might 
affcct rhcm and the right to infor 
mation: ostahlishcd thc Statc's lia 
bility (or environmerual damago 
caused l>y State institutious. their 
dctegatcs and concesslon holders: 
organi~ecl fiscal incentivo systcms 
for environmentally friendly behav 
ior: and incorporarcd thc principie 
oí preventicn. In ierms oí energy, 
speciflcal ly, sorne have declared 
th;it th~ prornotion and use of clean 
technotogies and nonpolluting 
energv are a state policy. 

State shall proiect the right oí ihe 
population to live in a11 environ 

·ment that is healthv and eoologi 
cally balanced and that guarantees 
sustaínablc development: it shall 
ensere th<tt this right is not under 
mined, and shall guarantee the 
preservation of nature." 
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/\mong the incentives and disin 
centives that c;:in be usecl as instru 
menls for Pnvironmcmtal pnlic:y, fis 
<;<tl mc<.: h¡111is111~ <i re notcworth y. 
Usual ly, ;i commJnd and control 
systcrn rcstric1s itsclí to mcrcly 
penali/ing any íailure ro comply. 
Although this ;ipproarh i; nccos 
sary íor attnining thc objcctivcs oí 
a regulatory íramework, it is inslJÍ· 
ficient. /\n ¡¡pproach lJsing incen 
tives and disincc~nlives is r<'quir('d, 
i11 keeping with the ncw environ 
ment¡¡I policy trends that foster this 
approach. Under this schcme, íor 
example, fiscal benefits (sll(:h a~ tax 
breaks) are offcrcd to thosc compa 
nics 1hat invest in lechnology and 
equipment to improve their activi 
ties in environmental terms, and 
taxes are lcvicd 011 thc use oí cnvi 
ronmentJl I)' dam;iging elemen1s 
and substanccs. 

In adclition, it shoulcl be acld11d at 
this point that countries need to 
regulate effectively lhe parlicipa 
tion oí thcir indigenous population 
so that their ancestral lr<1ditions and 
spccific necds are considcred for a 
more cííicicnt use of rcsources. 
Although the demands oí this pop· 
ulation group goes beyoncl specifi 
cally cnvironn1cn1·al issucs, suífic,c 
it to say thal protcction of their 
physical cnvironment ancJ biodi 
versity is a central issL1e in their 
criticisrn of tr~ditional cfovelop 
mcn1 moclcls. Bcyo11cl thc envirori 
mental implications indicated here 
in, recognition of the participation 
of these group~ in the devel<>pmenl 
of thc rcgion rcsponds to thc 
impcrMivc nccd fnr socinl cquity, 
which is 01)!' of the corners1ones oí 
sust" i 11abi 1 i l \'· 

proceeding stemming from this 
right is not bi ndi ng for the Parties, it 
nevcrthelcss excrts a major moral 
ancl political impact. 

Wtio An\~rica.n F.n<.?rgy Organlzation • OLA.DE 

In ;)l)y case, it is important that our 
legislation cffcctívelv rcgulatc thc 
right to particip,lte ancl to obtain 
information, beyoncl the mere pro 
nouncerncnl oí general constitu 
tional and legal rights. When 
doing so, it must. consider the legit· 
imacy (open access versu~ restl'ict· 
cd acccss to ¡;¡ppcal), timclincss 
(pl'Oj<'?CIº phil~C), ;ind ~COJ)(~ of thc 
participation because it is 1)0 doubl 
true th•ll pul)I ic ¡:>articipation c¡m 
b0 a ÍilCl'Or in dclaying approval 
proceckires íor a project. Never· 
theless, the ;.irgument in favor oí 
thi~ p~rtirip;ition i~ 1hat publk con 
sultation prngrams provide the 
advantage of saving money over 
thc long tcrm bccausc thcy hclp to 
preve11t future liligation ancl acts of 
¡:>rot<.!51 or violenc;(). J'urtherinore, 
citizcn panicipation can actual ly 
íoster the eífective appl ication or 
environmental law. ror example, 
in Mexico the North Ameriqn 
Envi runrmm tal Coopcrat ion Agree 
m11nt signed jointly with the Unit 
cd Statcs ancl Canacla is currcntly 
in íorce. 1\rtide ·14 of this 1\gree· 
menl enables citizens and NGOs 
intcrestcd in fil ing procecdings to 
simply d:iim thJt ;my oí the Parties 
is cornmitting infringernents of the 
Agrccmcnt hy ornission, that is, hy 
not effectively applying its environ 
mental legislation. ll shoulcl bo 
unclerscored that, Jlthough any 

tors as diverse as the real possibili 
tíes (concerns of legitimacv, financ 
íng. and participation) and scopo of 
the particíparion envisaged in the 
legal frarnework. citizen interest, 
effective capacitv and necessarv 
information that the interested citi 
zens have available. The latter 
shou Id be crnphasizcd beca use t he 
right to information is a principie 
that complements the right to par 
ticipatlon, both oí whic:h are effcc 
uve iools (or promoring environ 
mental nonns. · 

In kccping wiih thc list, citizon par 
tici palian in poi icymaki ng and pro 
iect implementation, in adrlition to 
bcing a political right that is an 
integral part of democracv, is also 
an instrument that contríbutes to 
thc bcttcr application of any rcgu 
l;i to ry sch eme. Obv ious ly, th is 
contribution may be grcatcr and 
more effective depencling on tac 

For exainple, legal frameworks 
where jurisdiction over the envi 
ronrncnr is dividcrl among various 
agencies, which oüentimes i~ what 
occurs whcn thcrc are both encrgv 
and envlronmental ministries with 
out ¡1 clear separation oí functions, 
prcvent this aspirarion from mate 
rializtng. 111 ordor ro surrnount this 
problern, a cornprehensive institu 
uonal framework focusing on envi 
ronmcmtal issucs and ihat functions 
eíficiently and in a coordinated 
(asbion, avoiding isolatcd 
approacbes by sector or resource, 
is what is requirod. 

In the process oí approving a pro 
ject, the step íollowing the 1:11\ is 
the concession or rcfusal to grant 
an environmental license or por 
mir, on the basis of the results of 
the EIA. lt is cxpected rhat pronos 
ats whose EIA yiclcl considerable 
no¡gal'i ve resu l ts wi 11 be re j eci cd 
even when t he 0\1 tcome in ierms of 
development is thought to be 
greatcr rhan conservation, HS ofrcn 
occurs in our countrios. In any 
case, the optima! situation is to 
have one single, clear (IA, lícens 
ing, audir, and monnoring schomc. 

environment that will likely be 
affected, the project's potential 
impacts on the environment, popu 
lation, and landscape. socioeco 
nomic issucs. evaluation oí alter 
nauves. plans íor the mitigation of 
impacts, and abandonmcnt ami 
restoration. 
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8. Nccd to cncourage the harmo 
nization oí environmental µoli 
cy and regulation in the region, 
in view oí the crossborcler 
nature oí many ¡¿nvironmental 
problems. Q; 

7. Neecl lo considcr cnviron inen ta 1 
ancl social costs in the develop 
ment oí energy projccts. 

6. Divcrsily <>í environmentaf poli· 
cy and managenwnt instru 
ments: EIA, participation, infor· 
mation, i ncentives/clisi nccntives. 

~. Nccd to c0111ple111enl a co111pre 
he11sive anti realistic environ 
mental policy with fully rlcvel· 
optxf regulations, <1 r.;omist<.ml 
and integratecl institution;il 
framcwork, dficient inslitutions, 
~ nd dt11> tr¡¡ in i ng oí govcrn rnen 1 

officials in environmental issues. 

4. Gradual develop111cnt of mod· 
cm 11nvironmental law. 

3. Neecl (or environmental regula 
tory frameworks to adiust to the 
sector's new structurc. 

2. Deíinition of the standardset 
ting, regufatory, and business 
íunctions that are to be dís 
charged by each sector player. 

1. Existence of a process that is 
transforming energy sector poli 
cíes and rcgularorv frameworks 
in the region. 

The present article's mosr sal icnt 
points can be summarizcd as indi 
carcd below: 

CONCLUSIONS 

impose on itself even higher sran 
dards. 

Fi1)all\', it should be said that, 
although evcrvrhing lndicated here 
in has reforred basícally to natlonal 
contexts. it is hoped that the bina 
tional and subrcglonal intcgration 
processes that are taking place in 
tarin América and the Canbbean 
will also promete harmonization of 
environmental poltclcs and legisla 
tion bctween the counrries. bearing 
in mind thal envircnmcntal prob 
lcrns do not rernain within a coun 
try's own borders. lndeed, the 
abovemenuoned integration and 
harmonlzation interact so that borh 
favor each other mutually. In any 
cuse, harrnonization is basad on the 
establishment of certain comrnon 
minirnurn principies, but in the 
understanding that each State is 
free, and has tho sovcreígn right, to 

Furthermore, marketorierued poli 
cies and various economic instru 
ments such as sustainable develop 
ment tools, including the principie 
of internalization of onvironrnental 
costs, are becoming increasingly 
popular. Regarding the latter, it 
should be indicated that the wide 
spread adcption oí this principie 
would irnply greater opportunlties 
for renewable energy sources. 
because as assened by thc lnstitute 
for Energy Diversiíication and Sav 
ing (IDAE) of Spain "the exclusion 
o( social and environmental costs 
in calculating fossil energy priccs 
prevent prices from rdlecting the 
toral cost of a kilowauhour oí clec 
tricity." Evidcntly the development 
of renewable energy sou rces in our 
environment woufd requirc hcavv 
investrncnts and incentives to 
improve their profitability ancl tech 
nological progress. Ncvorthelcss, 
thc importance nf this developrnem 
would preciselv be the use uf an 
economlc instrurnent that Iavors the 
environmcnt. l'hc sarno can be:! 
said for social costs. which could 
also be considered for tbe valuation 
o( projccrs and objertives. 
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